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I. RESUMEN

1. El 25 de abril de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por dos personas, cuya identidad solicitaron se mantenga en reserva (en adelante, “peticionarios”), en contra de la República de Chile (en adelante, “Chile”, “Estado” o “Estado chileno”), en perjuicio de Alex Edmundo Lemún Saavedra (en adelante, “presunta víctima”). Mediante nota recibida por la CIDH el 4 de noviembre de 2009 Blanca Sonia Saavedra Horia y Edmundo del Carmen Lemún Necul, padres de la presunta víctima, y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional, CEJIL, se presentaron en calidad de copeticionarios y representantes de la presunta víctima (en adelante, “peticionarios”).

2. Los peticionarios alegan la responsabilidad internacional del Estado chileno por la presunta ejecución extrajudicial del niño indígena mapuche, Alex Edmundo Lemún Saavedra, el 7 de noviembre de 2002 por parte de agentes policiales como resultado de lo que habría sido el uso excesivo de la fuerza durante la contención de una reivindicación de tierras por una comunidad mapuche; así como también por la impunidad en que permanecerían tales hechos en virtud al sobreseimiento de la investigación fiscal seguida en el fuero militar. Argumentan que los hechos denunciados configuran la violación de los artículos 4 (derecho a la vida), 19 (derechos del niño) y 25 (protección judicial), en relación con los artículos 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”). 
3. Por su parte, el Estado presentó una excepción de falta de agotamiento de los recursos internos, al considerar que los peticionarios debieron interponer el recurso de casación en el fondo en contra del auto de sobreseimiento del proceso, el cual indica se encuentra contemplado en la legislación penal militar chilena. En base a lo anterior, Chile afirma que la petición es inadmisible, en virtud de no haberse cumplido el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar admisible la petición a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 19 y 24 de la Convención Americana, con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Alex Edmundo Lemún Saavedra y de los artículos 5, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, con relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Alex Edmundo Lemún. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 25 de abril de 2006 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 404-06. El 24 de febrero de 2011 transmitió las partes pertinentes al Estado, solicitando la presentación de sus observaciones en el plazo de dos meses. La respuesta del Estado fue recibida el 25 de abril de 2011 y trasladada a los peticionarios mediante nota de fecha 20 de junio de 2011. 

6. Los peticionarios presentaron información adicional el 21 de julio de 2011, transmitida al Estado con fecha 1 de septiembre de 2011, otorgándole el plazo de un mes para la presentación de sus observaciones. Transcurrido el plazo sin obtener respuesta, la CIDH reiteró al Estado la solicitud de información, mediante nota enviada el 6 de marzo de 2012. A la fecha la CIDH no ha recibido respuesta a dicho requerimiento.

III. POSICIONES DE LAS PARTES

A. Los peticionarios

7. Los peticionarios alegan la ejecución extrajudicial del niño indígena Alex Edmundo Lemún Saavedra por parte de un agente policial, ocasionada presuntamente por el uso excesivo de la fuerza durante la contención de un acto de recuperación de territorios reivindicados como ancestrales por el pueblo indígena Mapuche. Agregan que el proceso penal iniciado en virtud a estos hechos fue conocido por la jurisdicción penal militar y culminó con la absolución del autor material de su muerte.

8. En relación con el contexto en que se desarrollaron los hechos, indican que el caso de Alex Edmundo Lemún Saavedra no es el único denunciado por violencia contra miembros del pueblo mapuche por parte de agentes de seguridad. Sostienen que “han sido varios los casos denunciados por violencia en contra de mapuches, causando lesiones de distinta gravedad y secuelas sicológicas en los niños y niñas de las comunidades mapuches”. Afirman además que “ninguno de estos casos se ha esclarecido estableciendo algún tipo de responsabilidad para la policía, dando cuenta de la ineficacia y parcialidad de los tribunales castrenses”.
9. En particular, indican que el 7 de noviembre de 2002 un grupo de aproximadamente 40 personas indígenas mapuche de la comunidad Montutui Mapu -entre las cuales se encontrarían niños y mujeres- ocupó parte del predio denominado Fundo Santa Alicia o Santa Elisa, en la comuna de Ercilla, IX Región. Manifiestan que su objetivo era llamar la atención de las autoridades estatales para que les restituyeran sus territorios ancestrales. Señalan que participaba en la manifestación Alex Lemún, estudiante mapuche de 17 años de edad, proveniente de la comunidad Requen Lemún Bajo. Informan que, momentos después de su ingreso en el fundo, acudieron tres carabineros, dirigidos por el Mayor de la Primera Comisaría de Angol, dependientes de la Prefectura de Malleco. Señalan que los agentes de seguridad habrían recibido órdenes del Jefe de Zona de la IX Región de verificar la ocupación, en virtud a la existencia de una medida de protección a favor del mencionado predio.
10. Refieren que en tales circunstancias, se habría producido una agresión injustificada en contra de los indígenas mapuche, sin que mediara provocación. Informan que, a pesar de que los manifestantes no se encontraban armados, el mayor a cargo del operativo utilizó primero bombas lacrimógenas y balines de goma, y luego realizó múltiples disparos con una escopeta winchester cargada con municiones de plomo calibre 12. Afirman que uno de estos disparos impactó a Alex Lemún en la frente. Según los peticionarios, al enterarse de lo sucedido, el padre de la presunta víctima se comunicó telefónicamente con los Carabineros, quienes le habrían cortado la llamada, por lo que se comunicó con el servicio de urgencias de un hospital público de Angol. Informan que la ambulancia habría llegado al lugar del incidente cerca de 40 minutos después. Afirman que Alex Lemún quedó gravemente herido y falleció cinco días después en un centro hospitalario de Temuco. 

11. Señalan que en razón de la muerte de Alex Lemún fue abierta una investigación por parte de la Fiscalía Regional del Ministerio Público de La Araucanía. Sostienen que, el 20 de noviembre de 2002, la Fiscalía se declaró incompetente para conocer el caso y dispuso su traslado a la justicia militar, en vista de que “el informe balístico preliminar expresa que las características del proyectil extraído desde la cabeza del joven Lemún Saavedra, es compatible con cartuchos de escopetas que usa la policía uniformada, y su venta está regulada por la Ley de Control de Armas, y por tratarse de un hecho en el que participaron funcionarios de Carabineros en actos de servicio”.

12. Manifiestan que la investigación fue puesta a conocimiento de la Fiscalía Militar Letrada de Ejército y Carabineros de Malleco-Angol, perteneciente al IV Juzgado Militar de Valdivia. Informan que en la investigación se habría acreditado, a través de diversos informes periciales, que la muerte de Alex Lemún fue causada por un disparo con escopeta calibre 12, marca winchester. Señalan que, con base en la prueba obrante, el 29 de agosto de 2003 el Fiscal Militar dictó auto de procesamiento en contra del Mayor de la Primera Comisaría de Angol, por el delito de violencias innecesarias con resultado de muerte, tipificado en el artículo 416 bis del Código de Justicia Militar. Indican que, en consecuencia, el Fiscal Militar decretó la prisión preventiva “en libre pláctica” en dependencias de la Prefectura de Carabineros de Malleco N( 21 de Angol, concediéndole luego libertad bajo fianza de 100 mil pesos.

13. Expresan que la defensa del mayor interpuso un recurso de apelación ante la Corte Marcial, tribunal que informan resolvió el 9 de septiembre de 2003 la revocación del auto de procesamiento al considerar que “de los antecedentes allegados al proceso, no aparece debidamente justificada la existencia del delito investigado”. Agregan que fue ordenada su inmediata libertad. Señalan que el 9 de diciembre de 2003 los abogados de la familia Lemún [en calidad de parte perjudicada], solicitaron nuevamente su procesamiento ante el Fiscal Militar, solicitud que fue rechazada el 25 de mayo de 2004. Indican que, por tal motivo, los abogados de los familiares de la presunta víctima presentaron una apelación ante la Corte Marcial, la cual ratificó la decisión de la instancia inferior.
14. Agregan que, el 20 de julio de 2004, el IV Juzgado Militar de Valdivia habría sobreseído la causa de modo temporal y parcial, y que posteriormente, mediante decisión del 17 de septiembre de 2004, la habría sobreseído de modo temporal y total. Indican que, con fecha 18 de marzo de 2005, la Corte Marcial habría confirmado tal decisión. Informan que las notificaciones al abogado y al apoderado de los familiares de Alex Lemún y a los propios familiares, se recibieron el 15 de septiembre de 2005, el 17 de noviembre de 2005 y el 27 de octubre de 2005, respectivamente.

15. Adicionalmente manifiestan que fue seguido un sumario administrativo en contra del Mayor de la Primera Comisaría de Angol, el cual concluyó, mediante decisión del 22 de diciembre de 2002, que “la planificación y táctica policial en el procedimiento no respondió a instrucciones previas previstas sobre la materia…que la identificación, valorización y dimensión de los riesgos involucrados por el Mayor (…) no fue adecuada, ya que el escenario era reconocidamente de conflictivo (sic)…no tomó en consideración la estrategia operativa diseñada por la prefectura”. Afirman que, por tales motivos, se le aplicó una sanción disciplinaria consistente en un día de arresto con servicios. Informan que actualmente el mayor sigue formando parte del cuerpo de Carabineros, y que habría sido trasladado a la ciudad de Rancagua, conservando su mismo rango.

16. Con relación al agotamiento de los recursos internos, sostienen que con la decisión de fecha 18 de marzo de 2005 de la Corte Marcial de confirmar el sobreseimiento temporal del proceso concluyeron los recursos internos disponibles para el juzgamiento y sanción del autor del homicidio de Alex Lemún. En cuanto a la excepción de falta de agotamiento planteada por el Estado, los peticionarios presentan tres argumentos. Sostienen en primer lugar que, según se dispone expresamente en el ordenamiento interno, el recurso de casación tiene carácter extraordinario por lo que no se requiere su agotamiento. En segundo lugar, alegan que el artículo 171 del Código de Justicia Militar que contempla el recurso de casación se remite al artículo 546 y éste a su vez, al 408 del Código de Procedimiento Penal, los cuales no habilitan la interposición del recurso de casación en contra de decisiones que dispongan el sobreseimiento temporal del proceso, por lo que no era posible su interposición. Por último, alegan que la investigación de la ejecución de Alex Lemún fue seguida ante la jurisdicción penal militar, por lo que el recurso no debía ser agotado, en tanto carecía de las garantías de independencia e imparcialidad.

B. El Estado
17. Por su parte, el Estado no controvierte los hechos básicos denunciados en la petición en cuanto a la secuencia fáctica; sin embargo, presenta una excepción de falta de agotamiento de los recursos internos, por lo que solicitó que la petición sea declarada inadmisible. 

18. Al respecto, sostiene que la resolución del IV Juzgado Militar que sobreseyó temporalmente la causa, confirmada por la Corte Marcial, pudo ser cuestionada a través del recurso de casación en el fondo. Indica que el artículo 171 del Código de Justicia Militar permite la interposición del recurso de casación en el fondo o en la forma ante la Corte Suprema, en contra de sentencias de Cortes Marciales. Agrega que la referida disposición se remite a las normas del Título X de la segunda parte del Libro II del Código de Procedimiento Penal, cuyo artículo 546 establece los supuestos en que procede el recurso de casación en el fondo.

19. Afirma que, en tanto los peticionarios no hicieron uso de todas las herramientas disponibles en la legislación interna, la petición debe ser declarada inadmisible al incumplir lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana y el artículo 31 del Reglamento de la Comisión.

IV. ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 
20. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. La presunta víctima y sus familiares son personas naturales respecto de las cuales el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Chile es un Estado parte de la Convención desde el 21 de agosto de 1990, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.

21. La Comisión tiene competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

22. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación. En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

23. El Estado chileno presentó una excepción de falta de agotamiento de los recursos internos, señalando que previo a la presentación del reclamo ante la CIDH, los peticionarios debieron interponer un recurso de casación en el fondo ante la Corte Suprema, en contra de la resolución de la Corte Marcial que confirmó el sobreseimiento temporal de la causa, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 171 del Código de Justicia Militar. 
24. Según el Reglamento de la CIDH y lo establecido en la jurisprudencia del sistema interamericano, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos, tiene la carga de indicar cuáles recursos debieron ser interpuestos y demostrar además que resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, es decir, que la función de esos recursos dentro del ordenamiento interno es idónea para subsanar las alegadas violaciones a derechos humanos traídas al conocimiento del sistema interamericano.

25. Asimismo, la Comisión reitera que, en casos como el presente, de presuntas infracciones penales de acción pública, el recurso idóneo es normalmente la investigación y el proceso penal. Además, la CIDH señala que el requisito del agotamiento de los recursos internos se aplica cuando los recursos existentes en el sistema interno permiten reparar la alegada violación. En efecto, conforme al artículo 46.2.a de la Convención Americana, dicho requisito no es aplicable cuando “no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados”. 
26. En lo que respecta al asunto bajo análisis, la CIDH toma nota de que no ha sido controvertido que la investigación por la presunta ejecución extrajudicial de Alex Lemún fue seguida ante el fuero militar y que culminó con la decisión de la Corte Marcial de confirmar el auto de sobreseimiento temporal de la causa, emitida con fecha 18 de marzo de 2005. La Comisión observa que los peticionarios han alegado precisamente que la falta de independencia e imparcialidad del proceso penal seguido en la jurisdicción militar resultó en su sobreseimiento y en la consecuente impunidad de los hechos. 
27. Como ha señalado la Comisión reiteradamente, la jurisdicción militar no brinda un recurso adecuado para investigar, juzgar y sancionar presuntas violaciones a derechos humanos supuestamente cometidas por miembros de la fuerza pública. En cuanto al empleo del fuero militar para juzgar a miembros del Ejército presuntamente implicados, la Comisión se ha pronunciado en forma reiterada en el sentido de que la jurisdicción militar no constituye un foro apropiado y por lo tanto no brinda un recurso adecuado para investigar, juzgar y sancionar violaciones a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana
. Por lo anterior, la Comisión considera procedente la aplicación de la excepción contemplada en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
28. Sólo resta señalar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de que si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión, debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.
2. Plazo para presentar la petición

29. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de la excepción al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2, inciso a) de la Convención.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la CIDH establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

30. De acuerdo con la información presentada por las partes, los hechos que dieron inicio al presente asunto, ocurrieron el 7 de noviembre de 2002; la decisión de la Corte Marcial de aprobar el sobreseimiento de la causa fue notificada a los representantes de los familiares de la presunta víctima entre el 15 de septiembre de 2005 y el 17 de noviembre de 2005; mientras que la petición fue recibida por la Comisión el 25 de abril de 2006. Tomando en cuenta que la decisión en cuestión suspendió el procedimiento hasta encontrar “mejores datos de investigación, o cese el inconveniente legal que haya detenido la prosecución”, la Comisión observa que no se trata de una decisión judicial definitiva. En ese sentido la Comisión considera que la petición fue presentada en un tiempo razonable según las circunstancias. Con base en lo anterior, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, en los términos del artículo 32 de su Reglamento.

3. Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada internacional

31. El artículo 46.1.c establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y el artículo 47.d de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea “sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional.”  En el caso de autos no surge de las actuaciones ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad. 

4. Caracterización de los hechos alegados

32. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
33. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
34. Los peticionarios alegan que el Estado ha violado el derecho a la vida del niño indígena Alex Lemún al haber sido presuntamente ejecutado por parte de un agente policial en razón del uso desproporcionado de la fuerza en el marco de la represión de un acto de reivindicación territorial indígena. Agregan que la investigación de tales hechos habría sido conocida por la justicia militar chilena en aplicación del Código de Justicia Militar, proceso en el que habrían carecido de las garantías de independencia e imparcialidad. Afirman que, al no haberse llevado a cabo una investigación eficaz que resulte en el juzgamiento y sanción de los responsables, la presunta ejecución extrajudicial de Alex Lemún permanece en impunidad. Asimismo, los peticionarios se refieren a una alegada práctica policial de uso excesivo de la fuerza aplicada en operativos en que participan personas indígenas mapuches.  
35. Por otra parte, teniendo presente que los presuntos hechos refieren a un miembro del pueblo mapuche en un contexto de reivindicación de tierras, la CIDH analizará en la etapa de fondo si lo denunciado supone una situación de discriminación y por ende configura una violación del artículo 24, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional. 

36. En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que los hechos alegados respecto de Alex Edmundo Lemún Saavedra, en caso de resultar probados, podrían caracterizar presuntas violaciones de los derechos garantizados en los artículos 4, 5, 19 y 24 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional. Asimismo, observa los hechos alegados podrían caracterizar violaciones a los artículos 5, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, con relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Alex Edmundo Lemún Saavedra. 
V. CONCLUSIÓN

37. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de los artículos 4, 5, 19 y 24 de la Convención Americana, con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Alex Edmundo Lemún Saavedra y los artículos 5, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, con relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Alex Edmundo Lemún Saavedra.
38. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los artículos 4, 5, 19 y 24 de la Convención Americana, con relación al artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Alex Edmundo Lemún Saavedra y de los artículos 5, 8, 24 y 25 de la Convención Americana, con relación a los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Alex Edmundo Lemún Saavedra.
2. Notificar esta decisión a las partes.
3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� CIDH, Informe No. 11/11, Petición 697-04, Admisibilidad, Jesús Reynaldo Aguirre Ching, Perú, 22 de marzo de 2011, párr. 26; Informe No. 39/10, Petición 150-06, Admisibilidad, Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra Da Cruz, Brasil, 17 de marzo de 2010, párr. 31; Informe No. 47/08, Petición 864-05, Admisibilidad, Luis Gonzalo “Richard” Vélez Restrepo y familia, Colombia, 24 de julio de 2008, párr. 74; Informe No. 93/06, Petición 972-03, Admisibilidad, Valentina Rosendo Cantú y otros, México, 21 de octubre de 2006, párr. 28; Informe No. 94/06, Petición 540-04, Admisibilidad, Inés Fernández Ortega y otros, México, 21 de octubre de 2006, párr. 24.  


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.
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